RECURSO DE RECLAMACIÓN 1382/2016

RECURSO DE RECLAMACIÓN 1382/2016. DERIVADO DEL AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 4968/2016.

QUEJOSO Y RECURRENTE: NINO CANÚN SERRANO.

PONENTE: MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS.
SECRETARIO: FRANCISCO MANUEL RUBÍN DE CELIS GARZA.
Vo.Bo.


MINISTRO
Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al veinticinco de enero de dos mil diecisiete.
COTEJÓ:
VISTOS, los autos para dictar sentencia en el recurso de reclamación indicado al rubro, y;

R E S U L T A N D O:
PRIMERO. Mediante escrito presentado el nueve de septiembre de dos mil dieciséis, ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Nino Canún Serrano, por conducto de su apoderada legal, Mariana Gabriela Martínez García, interpuso recurso de reclamación en contra del proveído de veintinueve de agosto del año en cita, en el cual el Presidente de este Alto Tribunal desechó por improcedente el amparo directo en revisión 4968/2016, promovido en contra de la sentencia relativa al juicio de amparo 1207/2015, del índice del Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito.
SEGUNDO. Por acuerdo de doce de septiembre de dos mil dieciséis, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió y registró el recurso de reclamación bajo el expediente 1382/2016 y lo turnó a la ponencia del Ministro José Fernando Franco González Salas para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente, así como a la Sala de su adscripción para que su Presidente dictara el acuerdo de radicación respectivo.
TERCERO. Mediante proveído de seis de octubre siguiente, el Presidente de esta Segunda Sala determinó el avocamiento de ésta al conocimiento del asunto y ordenó remitir los autos al Ministro Ponente, y;
C O N S I D E R A N D O:
PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de este recurso de reclamación, toda vez que se interpone en contra de un proveído emitido por el Presidente de este Alto Tribunal, a través del cual desechó un recurso de revisión derivado de un amparo directo en materia laboral, que es especialidad de esta Segunda Sala y en el que se considera innecesaria la intervención del Tribunal Pleno
.
SEGUNDO. Oportunidad. El recurso fue interpuesto oportunamente, toda vez que se presentó el nueve de septiembre de dos mil dieciséis, esto es, dentro del plazo de tres días establecido en el artículo 104 de la Ley de Amparo, tomando en consideración que el acuerdo recurrido se notificó el martes seis de septiembre de dos mil dieciséis
, surtiendo efectos al día siguiente, y transcurriendo el plazo correspondiente del jueves ocho al lunes doce del referido mes
. 

TERCERO. Legitimación. El recurso fue presentado por persona legitimada para hacerlo, toda vez que fue suscrito por Mariana Gabriela Martínez García, quien precisamente firmó la demanda de amparo como apoderada del quejoso Nino Canún Serrano, cuya personalidad fue reconocida por el Tribunal Colegiado de origen, en el auto que admitió a trámite la demanda de amparo, dictado el tres de diciembre de dos mil quince
.
CUARTO. Antecedentes. Previo al estudio de fondo, conviene relatar los antecedentes relevantes del caso. 
1. Demanda. Por escrito presentado el diecisiete de octubre de dos mil catorce, ante la Oficialía de Partes Común de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, Nino Canún Serrano, por propio derecho, demandó de Grupo Radio Centro, S.A.B. de C.V., Promo Red, S.A. de C.V. y Radio Información, S.A. de C.V., entre otras prestaciones, la reinstalación en su empleo así como el pago de salarios caídos por el despido injustificado del que dijo fue objeto el diecinueve de agosto de dos mil catorce
.
2. Contestación. El demandado Grupo Radio Centro, S.A.B. de C.V., al dar contestación al ocurso inicial negó la existencia de la relación de trabajo
; por su parte, Promo Red, S.A. de C.V. también negó la existencia del vínculo laboral con el accionante, precisando que entre las partes existió una relación de negocios de carácter civil mediante un Contrato de Prestación de Servicios de Comercialización, Producción de Noticiarios, Programas Informativos y Eventos Especiales
; y a la demandada Radio Información, S.A. de C.V., en audiencia celebrada el dieciséis de febrero de dos mil quince, se le tuvo por contestada la demanda en sentido afirmativo
.
3. Laudo. La Junta Especial Número 2 de la Federal de Conciliación y Arbitraje que conoció del asunto, dictó el laudo reclamado el veintidós de octubre de dos mil quince, en el que resolvió absolver a las tres personas morales demandadas del cumplimiento y pago de todas y cada una de las prestaciones reclamadas. Las principales razones para absolver del pago de las prestaciones reclamadas son las siguientes:

· Que en el caso, no se desprendieron las características propias de un vínculo laboral entre el actor y las demandadas, como lo es la subordinación, porque de la redacción de las cláusulas del Contrato de Prestación de Servicios de Comercialización, Producción de Noticiarios, Programas Informativos y Eventos Especiales, se advierte que el actor tuvo la facultad para realizar el servicio prestado de conformidad con los conocimientos profesionales.

· Que de tales cláusulas se desprende que el actor contaba con la autonomía para decidir la forma en la que realizaría el servicio, pues adquirió obligaciones de dirección y coordinación respecto de la producción, elaboración, edición y transmisión de los programas y cápsulas requeridas, derivándose así la libertad para prestar sus servicios, al no existir disposición en contrario, pues en ningún momento se le impuso la obligación respecto de cómo, y de qué manera debía realizar sus funciones como conductor para lograr el objeto del referido contrato. 

· Que como elemento adicional, también se advierte de las clausulas décima y décima primera del referido contrato, así como de las requisiciones de transferencia y facturas aportadas al juicio como prueba documental, que el conductor Nino Canún Serrano y la empresa Radio Información, S.A. de C.V., constituían una sola parte, es decir, la parte que prestaba el servicio; y que la contraprestación por los servicios prestados por Radio Información, S.A. de C.V. y el conductor, consistía en el pago de la cantidad resultante por concepto del 50% de las ventas netas que se deriven de la contratación con anunciantes para la transmisión de anuncios publicitarios en el programa "Y usted que opina", razón por la cual no era entregada directamente al conductor hoy actor, sino que Promo Red, S.A. de C.V., mediante la requisición de transferencia hacía el pago de tal contraprestación a Radio Información, S.A. de C.V., por la cantidad de $**********, por concepto de servicio de acuerdo al contrato, en estricto cumplimiento a la cláusula décima primera, tal y como se aprecia de las requisiciones de transferencia correspondientes a los meses de enero, junio, julio, septiembre, octubre, noviembre y diciembre, del año 2013, así como, enero, febrero, abril y mayo del año 2014
· Que a su vez, Radio Información, S.A. de C.V., le otorgaba a Promo Red, S.A. de C.V., la factura correspondiente, en donde aparece como "DESCRIPCIÓN" "SERVICIO DE PUBLICIDAD DE ACUERDO AL CONTRATO" por los meses ya indicados, en una cantidad mensual total de $**********. Por lo que resulta indiscutible que no era una cantidad que se pagaba al conductor como contraprestación por su trabajo en términos del artículo 84 de la Ley Federal del Trabajo. 
· Por ello, se tuvo por justificada la excepción y defensa que hizo valer la demandada Promo Red, S.A. DE C.V., y considerando que las pruebas del actor resultaron ineficaces para demostrar la existencia de un vínculo laboral, se determinó que la relación que existió entre el actor y la empresa demandada Promo Red, S.A. DE C.V., era de naturaleza diversa a la laboral, derivada de la suscripción del Contrato de Prestación de Servicios de Comercialización, Producción de Noticiarios, Programas Informativos y Eventos Especiales; por lo que concluyó que al diecinueve de agosto del año dos mil catorce, no existió relación laboral alguna entre el actor y la citada empresa, y por lo tanto, devenía inexistente el despido injustificado del que se duele el accionante. 
· Consecuentemente, la Junta resolvió absolver a las empresas demandas del cumplimiento y pago de las prestaciones reclamadas por el actor en su escrito inicial de demanda, es decir, reinstalación, salarios vencidos, aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, tres meses de salario integrado, veinte días de salario por cada año de servicios, doce días de salario en términos del artículo 162 de la Ley Federal del Trabajo, prestaciones legales y contractuales que dejó de percibir durante el tiempo que permaneció separado del trabajo, entrega de constancias de las aportaciones al INFONAVIT a razón del 5% sobre el total de su sueldo y prestaciones, el otorgamiento de los beneficios y prerrogativas de carácter médico asistencial y de gastos médicos, alta ante el IMSS, cómputo de su antigüedad durante el tiempo en que quedó separado de su trabajo, prestaciones legales y contractuales que aparecen en el contrato colectivo de trabajo, retroactivo de todas las aportaciones que el demandado debió haber pagado y deberá de pagar ante el INFONACOT, y salarios devengados de los meses de junio, julio y agosto en su parte proporcional al 2014.
4. Amparo. En contra del referido laudo, el actor promovió la demanda de amparo directo de origen por conducto de sus representantes legales, la cual fue admitida por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, cuyos integrantes resolvieron en sesión de siete de julio de dos mil dieciséis, negar el amparo y protección de la Justicia Federal, al tenor de las siguientes consideraciones: 
· Es infundado el concepto de violación en el que se alega la inconstitucionalidad del artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, toda vez que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 28/2016
, determinó que dicho precepto, no transgrede el principio de progresividad que tutela el citado artículo 1o. constitucional, ni es violatorio de derechos humanos, al considerar que no desconoce un derecho anteriormente establecido, ni suprime la sanción constitucional que impone a los patrones la obligación de indemnizar a los trabajadores separados injustificadamente de la fuente de empleo, sino que sólo regula en forma distinta cómo habrá de calcularse dicha indemnización.
· Existe una violación cometida durante la substanciación del juicio laboral, ya que la Junta desechó ilegalmente la prueba de inspección que ofreció la parte actora bajo el numeral diez de su escrito de pruebas. Sin embargo, a nada práctico conduciría conceder la protección constitucional solicitada, para el efecto de que la junta responsable reponga el procedimiento y lleve a cabo el desahogo de la citada prueba de inspección, pues en la especie quedó demostrado que la relación que existió entre las partes fue de carácter civil, de ahí que resulte intrascendente el desahogo de ese medio de convicción. 

· A igual conclusión se llega respecto de lo que señala el quejoso en una parte del quinto concepto de violación, en cuanto a que la autoridad del conocimiento debió prevenirlo para que aclarara su demanda laboral a fin de que precisara los montos que percibió por el cincuenta por ciento de las ventas para determinar el salario promedio que percibió, o en su caso, abrir incidente de liquidación para determinar tal aspecto. Ello, pues se insiste, en el caso concreto entre las partes no existió un vínculo laboral sino una relación de negocios de carácter civil mediante un contrato de prestación de servicios de comercialización, producción de noticiarios, programas informativos y eventos especiales.
· Es infundado el quinto concepto de violación, en que el peticionario de garantías señala que la autoridad responsable debió verificar si la persona que desistió de la confesional que ofreció a cargo de Francisco Aguirre Gómez contaba con facultades para ello. Lo anterior, puesto que la apoderada Mariana Gabriela Martínez García quien presentó el escrito de mérito, contaba con facultades para desistirse del citado medio de prueba.

· Que el hecho de que la demandada Grupo Radio Centro, S.A.B. de C.V., al dar contestación al escrito inicial señalara que: “…se reproduce en este acto, en lo que beneficie a mi representada, todo lo manifestado por la empresa Promo Red, S.A. de C.V. en su escrito de contestación de que se trata, para todos los efectos legales a que haya lugar…”, no por ello debe considerarse que en el caso reconoció que entre las partes existió un vínculo laboral, pues para tal efecto era necesario que se encuentren debidamente demostrados los elementos de una relación de trabajo, esto es, el pago de un salario y subordinación, sin que del expediente laboral se advierta medio de convicción alguno con el que se acredite tal aspecto, máxime que la manifestación de la citada empresa demandada fue en relación a que entre las partes no existió vinculo de trabajo alguno.

· Que si la demandada Grupo Radio Centro, S.A.B. de C.V., negó la relación de trabajo con el actor, es correcto que la junta haya considerado que ante la negativa de la existencia de la relación laboral por parte de ésta, correspondía a la accionante demostrar la existencia de la misma.
· Que se encontraba ajustada a derecho la conclusión de la Junta responsable, en el sentido de que en la relación entre el actor y el demandado Promo Red, S.A. de C.V. no existieron elementos propios de una relación laboral, tales como subordinación, ya que de acuerdo a lo consignado en el documento denominado “Contrato de prestación de servicios de comercialización, producción de noticiarios, programas informativos y eventos especiales”, el actor en modo alguno prestaba un servicio personal subordinado bajo la dirección del patrón, mediante el pago de un salario, características propias de un vínculo laboral, como el hecho de que el accionante estuviera sujeto a las órdenes de un superior, subordinación que es determinante en las relaciones que se rigen bajo el apartado A del artículo 123 constitucional, y que constituye un elemento a ponderar al momento de dilucidar si se está frente a una relación de naturaleza civil o laboral.
· Que dadas las características del indicado contrato, se pone de manifiesto que la relación jurídica que unió a los contendientes fue de naturaleza civil, pues se pactó la prestación de un servicio específicamente determinado (conducción del programa “Y usted que opina”), bajo el pago de los servicios con base en un 50% de las ventas netas que se derivaran de cada contratación que se realizara con los anunciantes para la transmisión de anuncios publicitarios y que serían cubiertas dentro de los diez días hábiles del mes siguiente de las facturaciones realizadas a clientes y anunciantes.

· Sin que para ello obste que la prestación de los servicios pactados se llevara a cabo en los estudios de la demandada Promo Red, S.A. de C.V. en un horario determinado, toda vez que tal aspecto no desvirtúa la naturaleza civil de la contratación, habida cuenta que ello en modo alguno convalida la existencia del vínculo laboral sino únicamente un elemento propio de la prestación del servicio.

· Que con el contrato de referencia efectivamente la parte demandada satisfizo la carga probatoria que le correspondía, pues comprobó el género de la relación mediante el contrato de prestación de servicios de comercialización, producción de noticiarios, programas informativos y eventos especiales celebrados con el actor, y al estimarlo así la autoridad responsable al emitir el laudo cuestionado, su actuar se estima ajustado a derecho.

· Que conforme a lo anterior, resulta intrascendente analizar lo que alega el quejoso en su demanda de garantías en cuanto a que la demandada Promo Red, S.A. de C.V. reconoció tener filiales lo que implica las consecuencias legales de los artículos 12 a 16 de la Ley Federal del Trabajo (intermediario); que no se comprobó  por parte de dicha empresa que la diversa demandada Radio Información, S.A. de C.V. contaba como accionistas a los hijos del actor; que las empresas Promo Red, S.A. de C.V. y Grupo Radio Centro, S.A. de C.V. son una unidad económica por lo que ambas son responsables de la relación laboral; que la demandada Radio Información, S.A. de C.V. no demostró contar con elementos técnicos, económicos y humanos; ello, pues en la especie no existió vínculo de trabajo entre las partes, consecuentemente, las cuestiones que el quejoso alega no tienen injerencia alguna con la litis de la contienda puesta en consideración de la junta, en tanto que con tales argumentos, el quejoso pretende acreditar la procedencia de su acción de reinstalación, la cual, como ya se vio, es improcedente.

· Que en esa medida, resulta igualmente intrascendente analizar el contenido de la Recomendación Internacional del Trabajo Número 198 sobre la relación de trabajo, adoptada por la Organización Internacional de Trabajo en el año dos mil seis, puesto que el vínculo entre las partes no se rigió conforme a las disposiciones laborales aplicables vigentes, por las razones precisadas con anterioridad; de ahí que la autoridad responsable no se encontraba obligada, en el caso concreto, a observar su contenido.

· Finalmente, que si bien la demandada Radio Información, S.A. de C.V., en audiencia celebrada el dieciséis de febrero de dos mil quince, se le tuvo por contestada en sentido afirmativo, fue correcto que la Junta absolviera a dicha empresa de todas y cada una de las prestaciones reclamadas; pues con el contrato de prestación de servicios de comercialización, producción de noticiarios, programas informativos y eventos especiales que allegaron las partes quedó demostrado que la citada empresa y el accionante prestaron sus servicios a la diversa empresa Promo Red, S.A. de C.V., sin que en la especie existiera relación laboral con los demandados.

5. Revisión. Inconforme con la negativa de amparo, la parte quejosa interpuso recurso de revisión, que fue desechado en el proveído aquí impugnado, bajo la razón toral consistente en que el asunto no reúne las características de importancia y trascendencia, ya que sobre la alegada inconstitucionalidad del artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, existe la jurisprudencia número 28/2016 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que resuelve el tema en forma adversa a los intereses del recurrente.
6. Reclamación. Inconforme con el acuerdo que desechó el recurso de revisión, el quejoso interpuso el presente recurso de reclamación. 
QUINTO. Agravios. Las manifestaciones que en vía de agravio formula la parte recurrente consisten, esencialmente, en lo siguiente:
Agravio único
· El asunto sí reúne las características de importancia y trascendencia, ya que si el Colegiado hubiese atendido el contenido de la Recomendación Internacional del Trabajo Número 198 sobre la relación de trabajo, adoptada por la Organización Internacional de Trabajo en el año dos mil seis, hubiese llegado a la conclusión de que el laudo era ilegal, toda vez que la responsable indefectiblemente debió concluir acreditada la relación de trabajo, ya que las pruebas así lo revelaban, pues el Contrato de Prestación de Servicios de Comercialización, Producción de Noticiarios, Programas Informativos y Eventos Especiales, pretende encubrir una relación de trabajo.
· El Tribunal Colegiado debió resolver interpretando las normas de conformidad con los ordenamientos supremos y favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más amplia, lo que se conoce como el principio pro persona, conforme al cual debe acudirse a la norma más amplia o a la interpretación más extensiva cuando se trata de proteger derechos reconocidos como el del trabajador en el juicio ordinario laboral.

· Y en los agravios del recurso de revisión, jamás impugnó la inconstitucionalidad del artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, por lo que existe una incongruencia entre lo solicitado en dicho medio de impugnación y lo resuelto por el Ministro Presidente en el acuerdo recurrido.

SEXTO. Estudio. La materia de estudio de este recurso de reclamación consiste en verificar la legalidad del acuerdo de Presidencia mediante el cual se desechó el recurso de revisión interpuesto por la recurrente, para lo cual es necesario precisar el marco normativo de la procedencia del recurso de revisión en amparo directo.

El juicio de amparo directo es un juicio con una sola instancia, pues la resolución que ahí se dicte, por regla general, es definitiva y no admite recurso alguno. De manera excepcional, en su contra podrá interponerse un medio de defensa, que sólo justifica su procedencia si se actualizan dos requisitos fundamentales, previstos en el artículo 107, fracción IX
 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo 81, fracción II
 de la Ley de Amparo, a saber:


1. En la revisión debe subsistir alguna cuestión de constitucionalidad. Es decir, la sentencia de amparo combatida debe resolver sobre la constitucionalidad o convencionalidad de normas generales; establecer la interpretación directa de algún precepto constitucional o de los derechos humanos contenidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte, u omitir un pronunciamiento sobre tales cuestiones cuando se hubieran planteado en la demanda.


2. El asunto debe fijar un criterio de importancia y trascendencia, a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, conforme a los lineamientos sentados por ésta en el Acuerdo General 9/2015.

Esta Segunda Sala, en sesión privada del 9 de septiembre de 2015, aprobó la jurisprudencia 2a./J. 128/2015 (10a.), donde se puntualizaron los requisitos para la procedencia del recurso de revisión en amparo directo, con base en los artículos 107, fracción IX constitucional, 81, fracción II de la Ley de Amparo, y en el Acuerdo General 9/2015 del Pleno de este Alto Tribunal, que señala cuándo se está ante un caso de importancia y trascendencia. La referida jurisprudencia es del siguiente tenor:

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA. Por regla general, las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito en amparo directo son definitivas y sólo de manera extraordinaria, pueden impugnarse mediante el recurso de revisión previsto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, conforme a los cuales, una vez actualizados los presupuestos procesales (competencia, legitimación, oportunidad del recurso –en su caso–, entre otros), procede el mencionado medio de defensa siempre que: 1) en la sentencia de amparo directo combatida se decida sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general, o se establezca la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, o bien, si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones referidas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo; y 2) el problema de constitucionalidad entrañe la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. Ahora bien, con el fin de armonizar la normativa de la Suprema Corte de Justicia de la Nación con los preceptos citados, el Pleno emitió el Acuerdo General 9/2015 (*), que regula la procedencia del recurso de revisión interpuesto contra sentencias de amparo directo, el cual, en vez de privilegiar el análisis de los agravios en la revisión, permite al Alto Tribunal hacer una valoración discrecional de los méritos de cada recurso, para determinar si a su juicio el asunto reúne los requisitos de importancia y trascendencia, para lo cual, su punto segundo señala que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia cuando: (i) pueda dar lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional; o (ii) lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto contra ese criterio o se hubiere omitido aplicarlo.

En los agravios de la presente reclamación, el quejoso sostiene que el asunto sí reúne las características de importancia y trascendencia, ya que si el Tribunal Colegiado hubiese atendido el contenido de la Recomendación Internacional del Trabajo Número 198 sobre la relación de trabajo, adoptada por la Organización Internacional de Trabajo en el año dos mil seis, hubiese llegado a la conclusión de que el laudo era ilegal, toda vez que la responsable indefectiblemente debió concluir acreditada la relación de trabajo, ya que las pruebas así lo revelaban, pues el Contrato de Prestación de Servicios de Comercialización, Producción de Noticiarios, Programas Informativos y Eventos Especiales, pretende encubrir una relación de trabajo.

Dicho agravio resulta ineficaz a juicio de esta Segunda Sala, toda vez que está relacionado con aspectos de legalidad, ya que el quejoso intenta demostrar que fue incorrecto el valor otorgado al Contrato de Prestación de Servicios de Comercialización, Producción de Noticiarios, Programas Informativos y Eventos Especiales, pues alega que éste pretende encubrir una relación de trabajo, contrario a lo que establece la Recomendación Internacional del Trabajo Número 198 sobre la relación de trabajo, adoptada por la Organización Internacional de Trabajo en el año dos mil seis.

En efecto, en la sentencia recurrida, al analizar aspectos de legalidad, el Tribunal Colegiado consideró que el laudo reclamado no contravenía lo dispuesto en la Ley Federal del Trabajo, toda vez que el Contrato de Prestación de Servicios de Comercialización, Producción de Noticiarios, Programas Informativos y Eventos Especiales fue correctamente valorado, dado que el mismo revelaba que no existían elementos propios de la relación laboral; lo anterior, al considerar lo siguiente:

“La Junta responsable, al resolver la litis planteada y valorar las pruebas aportadas al juicio, determinó que en la relación entre el actor y el demandado Promo Red, S.A. de C.V. no existieron elementos propios de una relación laboral, tales como subordinación, lo que sustentó en las siguientes consideraciones, a saber: [Se transcribe]

La anterior consideración se encuentra ajustada a derecho, como en seguida se verá.

En efecto, por principio debe resaltarse que tanto en una relación de trabajo, como en una prestación de servicios profesionales, convergen aspectos en común que no necesariamente distinguen su naturaleza, como es la prestación de un servicio y la entrega de una remuneración a cambio de éste, cuya denominación, por cierto, tampoco es determinante para esclarecer el carácter de la relación, razón por la que debe atenderse a los elementos objetivos que las distinguen.

Así, se tiene que el elemento que por excelencia autentifica una relación de índole laboral es el vínculo de supra- subordinación que existe entre quien presta el servicio y aquél a quien lo presta, lo que implica estar sujeto a las órdenes e instrucciones de este último, en cuanto a la forma y términos en que debe desarrollar su actividad y la sujeción a un horario.

Mientras que en una relación de naturaleza civil existe libertad en ese aspecto, esto es, el prestador de servicios determina en forma autónoma la distribución de su labor, con la única condición de concluirla dentro del plazo fijado para ello en el contrato y, por regla general, desarrolla sus actividades con sus propias herramientas, equipo o elementos necesarios.

Lo anterior encuentra apoyo en la tesis […] “RELACIÓN LABORAL. REQUISITO DE LA. SU DIFERENCIA CON LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES. […]” También es aplicable al caso la diversa tesis […] “CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES Y RELACIÓN DE TRABAJO, EL PAGO DE HONORARIOS NO DETERMINA LA EXISTENCIA DE AQUÉL Y LA INEXISTENCIA DE ÉSTA. […]”

De igual forma, para determinar la naturaleza jurídica del denominado “Contrato de Prestación de Servicios”, no debe atenderse exclusivamente a su denominación sino a su contenido, pues, en algunos casos, contratos denominados de honorarios o comisión mercantil son verdaderos contratos de trabajo y viceversa.
Cabe señalar que, para que se acredite un nexo de carácter civil por prestación de servicios profesionales, se requiere la satisfacción de los siguientes requisitos:
i) Que el prestador de servicios lo haga por medios o elementos propios;

ii) Que se exprese en el contrato de manera clara el servicio que se va a prestar; y

iii) Que el prestador cuente con plena libertad para prestar el servicio.

Mientras que para la relación laboral convergen los siguientes elementos:

a) La existencia de un vínculo de supra-subordinación entre quien presta el servicio y quien lo recibe, a través de la decisión de mando del patrón y el deber de obediencia del trabajador;

b) La percepción de un salario o sueldo fijo como retribución por los servicios prestados;

c) Que el trabajador se encuentre bajo la única dependencia del patrón, sujeto a determinado horario;

d) Que el desempeño del trabajo se desarrolle bajo la dirección de dicho patrón, en un lugar de trabajo designado por éste.

En esa virtud, resulta indispensable tomar en cuenta los términos y condiciones pactados entre los contendientes, con la finalidad de concluir si el llamado “prestador de los servicios” está o no subordinado a las órdenes de la demandada Promo Red, S.A. de C.V., a efecto de establecer si en la especie se actualiza la subordinación característica de una relación laboral, atendiendo al contenido literal de las cláusulas de los contratos de referencia.

Ahora bien, a fin de acreditar su excepción, la parte demanda allegó al juicio laboral la documental consistente en copias certificadas del contrato de prestación de servicios de comercialización, producción de noticiarios, programas informativos y eventos especiales.
Cabe señalar, que la parte actora de igual forma ofreció el contrato de mérito bajo el apartado catorce de su escrito de pruebas (foja 235); probanza que, a diferencia de lo que señala el quejoso, cuenta con valor probatorio bajo el principio de adquisición procesal, pues al allegarla a juicio el accionante reconoció su contenido e incluso la ofreció a fin de acreditar que las partes celebraron un contrato de prestación de servicios de comercialización, producción de noticiarios, programas informativos y eventos especiales, de ahí que sea inexacto lo que señala el disconforme en cuanto a que la citada documental carece de firma y por tal motivo no cuenta con eficacia probatoria, pues se insiste, se trata de una prueba común de las partes.

Por tanto, cabe señalar que, tal como lo consideró la junta responsable al dictar el laudo impugnado (foja 387 y 388 vuelta), el contrato de mérito cuenta con valor probatorio, el que por su importancia a continuación se reproduce a través del medio electrónico scanner: [Se insertan imágenes]

De lo anterior se obtienen los siguientes elementos:

1. Que Radio Información, S.A. de C.V. y el accionante Nino Canún Serrano firmaron un contrato de prestación de servicios con la diversa empresa Promo Red, S.A. de C.V.,

2. Que el actor Nino Canún Serrano fue contratado como prestador de servicios en su calidad de conductor, por el período comprendido del uno de abril de dos mil cinco al treinta y uno de diciembre de dos mil seis;

3. Que la prestación de servicios como conductor constituía el motivo determinante de la voluntad de las partes para celebrar el contrato.    

4. Que se especificó el objeto del contrato, el cual consistió, en el caso, que el accionante se desempeñaría como conductor y coordinador en la producción del programa “Y usted que opina”.

5. Que se pactó el pago de los servicios con base en un cincuenta por ciento de las ventas netas que se derivaran de cada contratación que se realizara con los anunciantes para la transmisión de anuncios publicitarios y que serían cubiertas dentro de los diez días hábiles del mes siguiente de las facturaciones realizadas a clientes y anunciantes.

Por otra parte, dentro del capítulo de “Declaraciones” del propio contrato, se tiene que la contratante, señaló:

· Que su actividad principal es la comercialización, producción, elaboración, edición y distribución de material noticioso e informativo para estaciones radiodifusoras; 

Mientras que el actor, como prestador de servicios manifestó en el capítulo de que se trata, lo siguiente:

· Que estaba consciente de que su desempeño como conductor y coordinación en la producción del programa “Y usted que opina” constituía el motivo determinante de la empresa demandada para celebrar el contrato.
· Que contaba con los conocimientos y experiencia suficiente para llevar la debida prestación de los servicios de conducción del programa “Y usted que opina”.

Luego, de acuerdo a lo consignado en el denominado “Contrato de prestación de servicios de comercialización, producción de noticiarios, programas informativos y eventos especiales”, el actor en modo alguno prestaban un servicio personal subordinado bajo la dirección del patrón, mediante el pago de un salario, características propias de un vínculo laboral, como el hecho de que el accionante estuviera sujeto a las órdenes de un superior, subordinación que es determinante en las relaciones que se rigen bajo el apartado A del artículo 123 constitucional, y que constituye un elemento a ponderar al momento de dilucidar si se está frente a una relación de naturaleza civil o laboral.

Por ello, dadas las características del indicado contrato, se pone de manifiesto que la relación jurídica que unió a los contendientes fue de naturaleza civil, pues se pactó la prestación de un servicio específicamente determinado (conducción del programa “Y usted que opina”), bajo el pago de los servicios con base en un cincuenta por ciento de las ventas netas que se derivaran de cada contratación que se realizara con los anunciantes para la transmisión de anuncios publicitarios y que serían cubiertas dentro de los diez días hábiles del mes siguiente de las facturaciones realizadas a clientes y anunciantes.

Sin que para ello obste que la prestación de los servicios pactados se llevara a cabo en los estudios de la demandada Promo Red, S.A. de C.V. en un horario determinado, toda vez que tal aspecto no desvirtúa la naturaleza civil de la contratación, habida cuenta que ello en modo alguno convalida la existencia del vínculo laboral sino únicamente un elemento propio de la prestación del servicio.

En ese tenor, debe considerarse que con el contrato de referencia la parte demandada satisfizo la carga probatoria que le correspondía, pues comprobó el género de la relación mediante el contrato de prestación de servicios de comercialización, producción de noticiarios, programas informativos y eventos especiales celebrados con el actor, y al estimarlo así la autoridad responsable al emitir el laudo cuestionado, su actuar se estima ajustado a derecho.

Conforme a lo anterior, resulta intrascendente analizar lo que alega el quejoso en su demanda de garantías en cuanto a que la demandada Promo Red, S.A. de C.V. reconoció tener filiales lo que implica las consecuencias legales de los artículos 12 a 16 de la Ley Federal del Trabajo (intermediario); que no se comprobó por parte de dicha empresa que la diversa demandada Radio Información, S.A. de C.V. contaba como accionistas a los hijos del actor; que las empresas Promo Red, S.A. de C.V. y Grupo Radio Centro, S.A. de C.V. son una unidad económica por lo que ambas son responsables de la relación laboral; que la demandada Radio Información, S.A. de C.V. no demostró contar con elementos técnicos, económicos y humanos; ello, pues como quedó precisado en párrafos precedentes de esta ejecutoria, en la especie no existió vínculo de trabajo entre las partes, consecuentemente, las cuestiones que el quejoso alega no tienen injerencia alguna con la litis de la contienda puesta en consideración de la junta, en tanto que con tales argumentos, el quejoso pretende acreditar la procedencia de su acción de reinstalación, la cual, como ya se vio, es improcedente.

En esa medida, resulta igualmente intrascendente analizar el contenido de la Recomendación Internacional del Trabajo Número 198 sobre la relación de trabajo, adoptada por la Organización Internacional de Trabajo en el año dos mil seis, puesto que el vínculo entre las partes no se rigió conforme a las disposiciones laborales aplicables vigentes, por las razones precisadas con anterioridad; de ahí que la autoridad responsable no se encontraba obligada, en el caso concreto, a observar su contenido.”

Como se observa, el Tribunal Colegiado consideró que el laudo reclamado era legal, toda vez que el Contrato de Prestación de Servicios de Comercialización, Producción de Noticiarios, Programas Informativos y Eventos Especiales valorado, efectivamente, revelaba la inexistencia de una relación de trabajo, pues éste no contiene elementos propios de dicha relación, ya que sus cláusulas ponen de manifiesto que la relación jurídica que unió a los contendientes fue de naturaleza civil, pues se pactó la prestación de un servicio específicamente determinado (conducción del programa “Y usted que opina”), bajo el pago de los servicios con base en un 50% de las ventas netas que se derivaran de cada contratación que se realizara con los anunciantes para la transmisión de anuncios publicitarios y que serían cubiertas dentro de los diez días hábiles del mes siguiente de las facturaciones realizadas a clientes y anunciantes.
Es decir, ese tema no se encuentra relacionado con alguna cuestión de constitucionalidad, sino con aspectos de legalidad; lo que se encuentra corroborado con lo alegado en la presente reclamación en el sentido de que si el Tribunal Colegiado hubiese atendido el contenido de la Recomendación Internacional del Trabajo Número 198, hubiese llegado a la conclusión de que el laudo era ilegal, pues ello de ninguna manera revela que la sentencia de amparo combatida resolvió sobre la constitucionalidad o convencionalidad de normas generales, ni estableció la interpretación directa de algún precepto constitucional o de los derechos humanos contenidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte, ni omitió un pronunciamiento sobre tales cuestiones, toda vez que, en realidad, el agravio del quejoso se centra en el valor que, a su juicio, debió otorgarse a una de las pruebas en el laudo.
Por otro lado, es ineficaz lo alegado como agravio en relación a que el Tribunal Colegiado debió dictar la sentencia recurrida interpretando las normas de conformidad con los ordenamientos supremos y favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más amplia, pues ello, en modo alguno revela que el amparo directo en revisión cumpla con los requisitos de procedencia citados al inicio del considerando, esto es, que en la revisión subsista alguna cuestión de constitucionalidad, y el asunto importe fijar un criterio de importancia y trascendencia.
Finalmente, también es ineficaz lo alegado en el sentido de que en los agravios del recurso de revisión, jamás impugnó la inconstitucionalidad del artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, por lo que existe una incongruencia entre lo solicitado en dicho medio de impugnación y lo resuelto por el Ministro Presidente en el acuerdo recurrido; pues aunque ello resulte cierto, tampoco revela que el amparo directo en revisión cumpla con referidos requisitos de procedencia, es decir, que en la revisión subsista alguna cuestión de constitucionalidad, y el asunto importe fijar un criterio de importancia y trascendencia.
Consecuentemente, al resultar ineficaces los argumentos expuestos en el agravio único hecho valer, sin que esta Segunda Sala advierta, con fundamento en el artículo 79, fracción V
 de la Ley de Amparo, deficiencia en la queja qué suplir a favor del quejoso, lo que procede es declarar infundado el recurso de reclamación y confirmar el acuerdo recurrido.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Es infundado el recurso de reclamación.

SEGUNDO. Se confirma el acuerdo recurrido.

Notifíquese; devuélvanse los autos a su lugar de origen con testimonio de esta resolución y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido. 

Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas (ponente), Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Eduardo Medina Mora I.

Firman los Ministros Presidente, el Ponente y el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala, quien autoriza y da fe. 

PRESIDENTE DE LA SEGUNDA SALA.

_________________________________

MINISTRO EDUARDO MEDINA MORA I.

PONENTE.

___________________________________________________

MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS.

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA SALA.

____________________________________________

LICENCIADO MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ.
Esta hoja corresponde al recurso de reclamación 1382/2016. Quejoso y Recurrente: Nino Canún Serrano. Fallado el veinticinco de enero de dos mil diecisiete, en el siguiente sentido: PRIMERO. Es infundado el recurso de reclamación. SEGUNDO. Se confirma el acuerdo recurrido.- Conste.

En términos de lo dispuesto en los artículos 3, fracción XXI, 73, fracción II, 111, 113, 116, Octavo y Duodécimo Transitorios de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como en el segundo párrafo de artículo 9º del Reglamento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal para la aplicación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se testa la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.[image: image1.png]



� Ello, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 104 de la Ley de Amparo, 10, fracción V, y 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los puntos primero, segundo y tercero del Acuerdo General 5/2013, emitido por el Pleno de este Alto Tribunal.


� Foja 37 del amparo directo en revisión 4968/2016.


� Descontándose del cómputo el sábado diez y domingo once, por ser inhábiles en términos del artículo 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.


� Foja 129 del juicio de amparo 1207/2015.


� Fojas 1 a 55 del juicio laboral 1917/2014.


� Fojas 159 a 161 ibídem.


� Fojas 162 a 186 ibídem.


� Fojas 194 a 196 ibídem.


� De rubro: “SALARIOS CAÍDOS. LA REFORMA AL ARTÍCULO 48, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, DE 30 DE NOVIEMBRE DE 2012, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD NI ES VIOLATORIA DE DERECHOS HUMANOS.”


� Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: […] IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras; […]


� Artículo 81. Procede el recurso de revisión: […] II. En amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales que establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de acuerdos generales del pleno.- La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.


� Artículo 79. La autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios, en los casos siguientes: […] V. En materia laboral, en favor del trabajador, con independencia de que la relación entre empleador y empleado esté regulada por el derecho laboral o por el derecho administrativo;
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